	 

	Buenos Aires, 17 de febrero de 2011 

Y Vistos: 

1.Viene apelada por la accionada la sentencia de fs. 77/80 que desestimó la nulidad de la ejecutoria y las excepciones de incompetencia e inhabilidad de título opuestas en fs. 57/62, mandando llevar adelante la ejecución promovida en su contra. 

Los fundamentos corren en fs. 85/95, y su contestación en fs. 98/99. 

Por su parte, la Sra. Fiscal General intervino en fs. 105. 

2.Resulta ostensible que la línea argumental plasmada en el memorial constituye sustancialmente una reiteración del discurso defensivo expuesto al tiempo de excepcionarse, que discurrió preponderantemente por ciertos aspectos vinculados con la relación laboral que, se pregona, existió entre la Sra. Cambello, Maki Global SA y su correlato instrumental con el banco accionante. 

Pues bien, tanto la investigación de tales aspectos de la controversia como la argüída configuración de la situación de violencia amparada por la ley 26.485, aparecen vedados en el presente trámite. Reiteradamente ha sido dicho que en los procesos ejecutivos como el que nos ocupa, el conocimiento se limita al examen de las formas extrínsecas del título, sin que corresponda analizar defensas sustentadas en aspectos causales (conf. Palacio, "Derecho Procesal Civil" T. VII, pág. 490, n° 1103; Fenochietto-Arazi, "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación" T. 2, art. 549 y citas de la nota n° 11, pág. 769; Fallos 308:62; 317:1826) . 

Es que cobra un aspecto dirimente para la solución del caso el hecho que no se ha negado la existencia de la cuenta corriente, puesto que pese a que se intentó contextualizar su apertura, no ha mediado un puntual cuestionamiento sobre las formas extrínsecas del título que se ejecuta, el cual aparece emitido, como observó el decisorio de la anterior instancia, con sujeción a lo dispuesto por el art. 793 Cód. Comercio. 

Cabe recordar que la constancia de saldo deudor en cuenta corriente bancaria, exige para ser ejecutable:(i) mención del importe de la cuenta al tiempo de su cierre, y (ii) las firmas conjuntas de los funcionarios habilitados por la ley al efecto, sin que sea menester el cumplimiento de ningún otro recaudo (CN Com, en pleno, 5.9.1969, in re "Banco de Galicia S.A. c/ Lussich, Jorge", ED 28:689). 

Tales recaudos, se encuentran cumplidos en el título copiado en fs. 6, con lo cual encontrándose sujeto al imperio de la ley mercantil (conf. art. 8 inc. 3° Cód. Comercio) el fuero comercial resulta competente para entender en su ejecución (conf. art. 43 bis Dec. ley 1285/58). 

Por otra parte, es oportuno recordar a esta altura de la exposición que el art. 42 de la Ley 25.065, establece imperativamente que los saldos de tarjetas de crédito existentes en cuentas corrientes abiertas "exclusivamente" a ese sólo efecto, no serán susceptibles de cobro por la vía del art. 793 del Cód. de Comercio. Para ello deberá la entidad emisora preparar la vía en el modo indicado en el art. 39 de la ley (conf. "Régimen de Tarjetas de Crédito, Ley 25.065", Revisado, Ordenado y Comentado por Roberto A. Muguillo, Ed. Astrea, pág. 197). 

En esa dirección, debe señalarse que cualquier renuncia de derechos impuesta en el contrato de apertura de la cuenta corriente bancaria o en el contrato de tarjeta de crédito que implique derechos derivados de la ley que regula esta última materia, configuraría una cláusula nula por receptar una renuncia de derechos indisponibles (cfr. art. 37 inc. b de la Ley 24.240, art. 14 inc. a Ley 25.065). Caso contrario, y mediante un simple recurso instrumental y bilateral incorporado a una norma de carácter privado en beneficio de las entidades bancarias (vg. emisión de certificado previsto por el art.793 C.Com.), se violaría toda la protección legal de orden público establecido en la ley de referencia. Por consiguiente, el débito de cargos por resúmenes de tarjeta de crédito en saldos deudores en cuenta corriente deberá igualmente cumplimentar todas las disposiciones que las leyes antes referidas contienen tanto para obtener su cobro, como en lo relativo a los deberes de información (conf. CNCom., Sala C, in re "Banco Itau Buen Ayre SA c/ Cisco Hugo Orlando s/ ejecutivo", del 17/06/09; en igual sentido, esta Sala, en "Banco Santander Río SA c/ Gonzalez Pedro Miguel y otro s/ejec." del 18/05/10; íd. íd. "Banco Santander Río SA c/Lezcano Victor M. s/ejec." del 24/6/10, entre otros). 

Ahora bien, según se ha destacado en el fallo en crisis -y no ha sido suficientemente rebatido en el memorial, conf. CPr. 265- no se han aportado elementos de convicción que permitan concluir que nos encontremos frente a una cuenta no operativa o abierta al sólo efecto de debitar operaciones de tarjeta de crédito. 

En este marco entonces, en el que no fueron cuestionadas las formas extrínsecas del título de fs. 6, que aparece emitido, como se observó anteriormente, con sujeción a lo dispuesto por el C.Com 793, ni impugnada la constitucionalidad de esa regla, reconocerle aptitud ejecutiva apareció imperativo y por ende sólo cupo rechazar las defensas planteadas por la demandada. 

3.Dígase finalmente, que como la apertura a prueba de las actuaciones es una facultad deferida al juzgador (conf. art. 549 CPCC), el abordaje de los medios ofrecidos (v. ap. 3 fs. 60 vta/61) conllevaría como contrapartida la desnaturalización del trámite. La prescindencia en su consideración por parte del a quo no desmerece en modo alguno la conclusión a la que arribara, la cual aparece suficientemente fundada en derecho. 

Resta entonces abierta para la accionada, la vía para replantear las cuestiones exorbitantes aquí postuladas, en el juicio de conocimiento ulterior que prevé el art. 553 del Cód. Procesal, remedio previsto para las circunstanciales limitaciones que procesos como el de la especie pudiere irrogar. 

4.Corolario de lo expuesto, se resuelve: confirmar la sentencia apelada. Con costas a la recurrente vencida (CPr. 558 y ccdtes.). 

Notifíquese a las partes y oportunamente devuélvase. 

Rafael F. Barreiro, Juan Manuel Ojea Quintana, Alejandra N. Tevez. 

Ante mí: María Florencia Estevarena. 

Es copia del original que corre a fs. 106/8 de los autos de la materia. 

María Florencia Estevarena 

Prosecretaria de Cámara 


